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OPINIÓN N.º 046-2006(GNP)

Entidad:

Municipalidad Provincial de Maynas

Asunto:

Aplicación de la Exoneración del Impuesto General a las Ventas en la Región Amazónica 

Referencia:

 
Oficio Nº 191-2006-A-MPM
1. ANTECEDENTES
Mediante el oficio de la referencia, la Municipalidad Provincial de Maynas, en adelante la Entidad, consulta sobre la forma de aplicar la exoneración del Impuesto General a las Ventas (IGV), establecida en la Ley N° 27037, Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía, en los procesos de adquisiciones y contrataciones del Estado.            

2. CONSULTA
La Entidad formula consulta acerca de la aplicación correcta de la Quinta Disposición Final del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 (en adelante el Reglamento) , incluida mediante Decreto Supremo N.º 014-2005-PCM y modificada mediante Decreto Supremo N.º 083-2005-PCM, a efectos de calcular el valor referencial de los procesos de selección - cualquiera fuera su objeto-, los límites de admisibilidad de las propuestas económicas, la forma de presentación de las propuestas y el procedimiento exacto para la comparación de las propuestas económicas de los postores individuales o consorciados que gocen y no gocen de las exoneraciones previstas en la Ley N.º 27037, con la finalidad de prevenir posibles distorsiones en la aplicación de la normativa tributaria y contractual que pueda perjudicar al Estado o a los proveedores.
3. ANÁLISIS
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del vigente Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 (en adelante la Ley), y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas al sentido y alcance de las normas sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión o mención a asuntos específicos. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1 En principio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32° del Reglamento, “el valor referencial es el valor determinado por la Entidad mediante estudios o indagaciones sobre los precios que ofrece el mercado y que está referido al objeto de la adquisición o contratación. La Entidad calculará el valor referencial incluyendo todos los tributos, seguros, transporte, inspecciones, pruebas y de ser el caso, los costos laborales respectivos conforme a la legislación vigente, así como cualquier otro concepto que le sea aplicable y que pueda incidir sobre el valor de los bienes y servicios a adquirir o contratar. En el caso de ejecución de obras el valor referencial será el que establezca el expediente técnico, con excepción del Concurso Oferta.(..)”

En ese sentido, la norma impone a las Entidades la obligación de calcular el valor referencial incluyendo todos los conceptos que inciden en el costo del bien, servicio u obra a adquirir o contratar. 

A dicho efecto, el artículo 12° de la Ley señala que, antes de iniciar los procesos de adquisición o contratación, sobre la base del requerimiento formulado por el área usuaria, la dependencia encargada de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad, efectuará estudios o indagaciones aleatorias de las posibilidades que ofrece el mercado, de modo  que cuente con la información para la descripción y especificaciones de los bienes, servicios u obras y para definir los valores referenciales de adquisición o contratación.
3.2 Ahora bien, mediante la Ley N.º 27037, Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía, se establecieron disposiciones tendientes a promover el desarrollo sostenible de la Amazonía. 

Así, el artículo 13.1 de la citada Ley dispuso que los contribuyentes ubicados en la Amazonía gozarán de la exoneración del Impuesto General a las Ventas (IGV) por la venta de bienes que se efectúen en la zona para su consumo en la misma, los servicios que se presten en la zona y los contratos de construcción o la primera venta de inmuebles que realicen los constructores de los mismos en dicha zona. 

En virtud de la citada disposición, los ejecutores de obra ubicados en zona de Amazonía
 se encuentran exonerados del pago de IGV por la ejecución de obras que realicen en la zona y, en ese sentido, deben excluir el concepto IGV de la oferta económica cuando participen en un proceso de selección.
En relación con los procesos de selección que convoquen las Entidades en zonas que se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la Ley N.º 27037, el numeral 1 de la Quinta Disposición Final de Reglamento dispone lo siguiente:
 “1. 
El valor referencial establecido en las Bases deberá consignar todos los conceptos que incidan en su costo, de acuerdo al estudio de mercado o indagación que realice la Entidad.(…)”
Según se observa de la norma señalada, y en concordancia con lo establecido en el artículo 12º de la Ley y en el artículo 32º del Reglamento, la determinación del valor referencial para los contratos a ejecutarse en zonas de la Amazonía, debe considerar la inclusión de todos los conceptos que potencialmente puedan incidir en la ejecución de la obra; costos que serán fiel reflejo de los estudios o indagaciones aleatorias que realice la Entidad de las posibilidades que ofrece el mercado. 

En ese sentido, los estudios o indagaciones de la Entidad deben considerar los costos en que pueda incurrir un ejecutor de obra exonerado del IGV así como los costos de un ejecutor no exonerado del citado impuesto, en la medida que dicho valor debe considerar “todos los conceptos que incidan en el costo” de la obra, la cual eventualmente puede ser ejecutada por un contratista que sí paga IGV —y por tanto incluye dicho rubro en su estructura de costos— como por uno que no esté afecto al citado beneficio.
Cabe anotar que resulta inexacto calcular el valor referencial sin considerar el IGV, dado que ello podría acarrear la restricción del mercado, es decir, limitar la participación en el proceso de aquellos ejecutores no beneficiados con la exoneración del IGV, ya que el valor referencial no cubriría los costos operativos de dichas empresas y, por tanto, éstas verían obstaculizadas sus posibilidades reales de participar, al no poder realizar una oferta económica dentro de los límites establecidos en el artículo 33º de la Ley o, aún consiguiendo encuadrar la oferta dentro de los límites, ésta sería sustancialmente mayor a la oferta de una empresa exonerada del pago del impuesto. Un proceder como el señalado contravendría los principios de libre competencia y de trato justo e igualitario que sustentan el ordenamiento de contrataciones públicas.
3.3
Ahora bien, aún cuando es necesario considerar el IGV como costo del valor referencial, la Entidad puede realizar su estudio o indagación de mercado considerando únicamente aquellas cotizaciones formuladas por contratistas beneficiados con la citada exoneración. No obstante, a efectos de evitar distorsiones en el valor referencial que puedan perjudicar a los contratistas no exentos del pago del IGV, corresponde que la Entidad agregue al valor final de las mencionadas cotizaciones el monto del IGV (19%).

De igual forma debería proceder la Entidad en caso que la determinación del valor referencial se realice mediante el análisis comparativo de cotizaciones presentadas por ejecutores de obra exonerados del pago del IGV y cotizaciones de proveedores no exonerados, debiendo agregarse a las cotizaciones de los primeros el monto equivalente al IGV.
A manera de ejemplo, supongamos que la Entidad A -ubicada en una zona que se encuentra dentro del ámbito de aplicación de la Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía-, decide contratar el servicio de vigilancia para sus instalaciones. De forma previa a la convocatoria del proceso, la Entidad realiza estudios o indagaciones aleatorias de las posibilidades que ofrece el mercado a efecto de calcular el valor referencial. Como consecuencia de ello, la Entidad recibe tres cotizaciones, de las cuales, dos de ellas fueron emitidas por empresas ubicados en la Amazonía y que, por tanto, gozan de la exoneración de IGV, y la restante por una empresa de Lima que no goza de dicha exoneración. En este escenario, los montos consignados en las cotizaciones, fueron los siguientes:
Empresa A: S/.100, 000 (sin IGV)

Empresa B: S/. 105, 000 (sin IGV)

Empresa C: S/. 120, 000 (con IGV)

Del razonamiento señalado en los párrafos precedentes, la Entidad, a efectos de calcular el valor referencial, deberá agregar a las cotizaciones de la empresa Ay B el monto del IGV, con lo cual los montos quedarían de la siguiente forma:
Empresa A: S/.119,000 (Incluido IGV)

Empresa B: S/. 124,950 (Incluido IGV)

Empresa C: S/. 120,000 (Incluido IGV)

En conclusión, debe interesar a una Entidad, al momento de determinar el valor referencial del proceso, el monto o costo total que potencialmente le irrogará la contratación del proveedor, por lo cual dicho valor referencial deberá siempre considerar el monto al que asciende el IGV, dado que no todos los proveedores gozan de los beneficios tributarios consagrados en la ley. 
3.4
De otro lado, el quinto párrafo del artículo 120° del Reglamento, referido a la forma de presentación y alcances de la propuesta, establece que “(..) las propuestas económicas deberán incluir todos los tributos, seguros, transportes, inspecciones, pruebas y de ser el caso, los costos laborales conforme a la legislación vigente, así como cualquier otro concepto que pueda tener incidencia sobre el costo del bien, servicio u obra a adquirir o contratar, excepto la de aquellos postores que gocen de exoneraciones legales.”
En esa misma línea, los numerales 2,3 y 4 de la Quinta Disposición Final de Reglamento, señalan lo siguiente:
“(…) 
2. 
El postor individual o consorciado, que goza de la exoneración prevista en la Ley Nº 27037- Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía, formulará su propuesta económica teniendo en cuenta exclusivamente el total de los conceptos que conforman el valor referencial sin incluir el Impuesto General a las Ventas – IGV.
3. El postor, individual o consorciado, que no goza de la exoneración prevista en la Ley Nº 27037- Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía, formulará su propuesta económica incluyendo el Impuesto General a las Ventas - IGV; situación que mantendrá inalterable hasta la conclusión o liquidación del contrato, en caso resultara favorecido con la buena pro.
4. La evaluación económica de las propuestas se efectuará comparando los montos de las ofertas formuladas de acuerdo a lo previsto en los incisos 2) y 3) de la presente disposición.”

De una lectura de las disposiciones señaladas se desprende que, si bien es exigible que los postores incluyan en su propuesta económica todos los conceptos que inciden en su monto final, aquellos que gocen de exoneraciones legales no incluirán dentro de su propuesta el concepto que es objeto de exoneración.
Por lo tanto, y para el caso de la exoneración del IGV – siempre que se cumplan con los supuestos previstos en la norma tributaria para ser considerado sujeto del mencionado beneficio– los postores de la Región Amazónica no deben incluir dentro de sus propuestas el monto correspondiente al IGV, el cual es objeto de exoneración legal.
3.6
Finalmente, cabe precisar que el artículo 33° de la Ley establece los márgenes mínimo y máximo aplicables sobre el valor referencial, señalando lo siguiente: “Las propuestas que excedan en más de diez por ciento el valor referencial en todos los casos serán devueltas por el Comité Especial, teniéndolas por no presentadas. Las propuestas inferiores al setenta por ciento del valor referencial en los casos de bienes y servicios, y al noventa por ciento en los casos de ejecución y consultoría de obras serán devueltas por el Comité, teniéndolas por no presentadas. (..)”
Conforme con lo establecido en la Ley, todas las propuestas deberán encontrarse dentro de los márgenes del valor referencial del proceso de selección convocado a fin de confirmar su validez; por lo que, incluso, las propuestas presentadas por los postores exonerados del IGV deben adecuarse a lo dispuesto en la norma.
No obstante, resulta indiscutible reconocer que los mencionados límites no constituyen parámetros válidos cuando de lo que se trata es de compararlos con ofertas que no incluyen IGV. Ello a raíz que el valor referencial —monto a partir del cual se determina los límites del 70%, 90% y 110% del valor referencial— sí considera como costo el IGV.

Es más, podría llegarse al absurdo de tener que descalificar la oferta económica de un proveedor exonerado del IGV en razón que su oferta económica —reducida por la exoneración del pago del IGV— rebaje el límite del 70% o del 90%.
Tal situación no puede ser desconocida por este Consejo Superior, en razón que, además de que los proveedores de la región amazónica podrían ver limitadas sus posibilidades de participación en el proceso, podría originar que el Estado pague más de lo que realmente refleja el mercado, ya que se conminaría a las Entidades a tener que contratar con ofertas más onerosas de empresas que sí están afectas al IGV, en desmedro de ofertas más económicas, como aquellas presentadas por proveedores exonerados de su pago. 
Por dichos motivos, este Consejo Superior considera necesario establecer reglas y criterios justos que garanticen de una parte la libertad de participación y el trato justo e igualitario de postores, y de otro, que las Entidades adquieran o contraten en las mejores condiciones económicas, utilizando de forma eficiente y racional los recursos públicos.

En ese sentido, resulta indispensable precisar que, en adelante, en los procesos de selección convocados en la región amazónica, las Entidades deberán efectuar la comparación de las ofertas económicas de los proveedores exonerados del pago del IGV con los límites del 70%, 90% y 110%, calculando estos últimos sobre el valor referencial sin IGV.

Ejemplo: En un proceso para la ejecución de una obra, el valor referencial determinado por la Entidad es de S/. 119 000.00 —monto que, según ha quedado establecido, contiene siempre el IGV—, el límite mínimo del 90% es de S/. 107 100.00 y el límite máximo del 110% es de S/. 130 900.00:

· Un postor no exonerado del pago del IGV oferta por S/. 118 000.00. En razón que su oferta económica se encuentra dentro de los límites establecidos en el proceso ésta resulta válida.
· Otro postor exonerado del pago del IGV presenta una oferta por S/. 98 000.00. En razón que dicha oferta no considera el IGV, para efectos de la comparación, la Entidad deberá suprimir el costo del IGV del valor referencial y calcular los límites sobre este monto, de tal forma que para verificar la validez de la oferta el límite mínimo del 90% será de S/. 90 000.00 y el límite máximo del 110% será de S/. 110 000.00. En virtud del criterio establecido, la oferta económica presentada por el ejecutor será válida —en tanto se encuentra dentro de los límites mencionados— y podrá ser evaluada en el proceso. No obstante, el citado criterio trae como correlato que en caso el ejecutor hubiera ofertado por un monto mayor a S/. 110 000.00 provocará la descalificación de su oferta, dado que se encontraría fuera de los límites reales que involucra su condición de exonerado, aun cuando la propuesta sí estuviera dentro de los límites calculados inicialmente.
Cabe precisar que, en ningún caso, la metodología reseñada involucrará que la Entidad deje de incluir en el valor referencial del proceso el IGV. Únicamente, para efectos de determinar la validez de las ofertas económicas de los postores exonerados del pago del IGV, se suprimirá el 19% del valor referencial, y se calcularán los límites del 70%, 90% y 110% sobre dicho monto.
Asimismo, nada perjudicará que la Entidad suscriba el contrato con el postor ganador de la buena pro y por el monto que hubiera sido objeto de su oferta.
4.
CONCLUSIONES
4.1
El valor referencial debe incluir todos los conceptos que inciden sobre la conformación del costo del bien, servicio u obra a adquirir o contratar, lo cual también comprende el monto correspondiente al IGV. En ese sentido, en los procesos de selección convocados en la Amazonía, las Entidades deben incluir dentro del valor referencial el costo del IGV, a efectos de evitar restringir la participación de los postores que no se encuentran exonerados del pago de dicho impuesto. 
4.2
En los estudios o indagaciones de mercado tendientes a determinar el valor referencial, la Entidad podrá realizar análisis comparativo de las cotizaciones presentadas por ejecutores exonerados del pago de IGV y de ejecutores no exonerados, en cuyo caso deberá sumarle a las cotizaciones de los exonerados el monto equivalente al IGV a efectos de viabilizar su comparación con las cotizaciones de los proveedores no exonerados, salvo que los exonerados hubieran  incluido expresamente en la cotización el monto correspondiente al impuesto.
4.3
La propuesta económica de los postores debe incluir todos los conceptos que incidan sobre ella, salvo que los postores gocen de exoneraciones legales. Los postores de la región amazónica – siempre que cumplan con los supuestos previstos en la norma tributaria para ser considerado sujeto del mencionado beneficio– no deberán incluir dentro de sus propuestas el monto correspondiente al IGV, el cual es objeto de exoneración legal.
4.4
Conforme a lo establecido en la Ley, todas las propuestas deberán encontrarse dentro de los márgenes del valor referencial del proceso de selección convocado a fin de confirmar su validez; por lo que, incluso, las propuestas presentadas por los postores exonerados del IGV deben adecuarse a lo dispuesto en la norma. No obstante, en la medida que los mencionados límites no constituyen parámetros válidos cuando se les compara con ofertas que no incluyen IGV —como es el caso de las ofertas de los postores de la región amazónica—, en adelante, en los procesos de selección convocados en la región amazónica, las Entidades deberán efectuar la comparación de las ofertas económicas de los proveedores exonerados del pago del IGV con los límites del 70%, 90% y 110%, calculando estos últimos sobre el valor referencial sin IGV.

Jesús María, 02 de junio de 2006

VVS/.
� Aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF, publicado el 14 de abril de 2006 








� La citada norma tiene como antecedente el artículo 27° del anterior Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 013-2001-PCM, el mismo que establecía los mismos términos del artículo 32° del Reglamento vigente, en lo referido a la inclusión de todos los conceptos que formen parte del valor referencial.  Por lo tanto, se puede apreciar que tanto la norma actual, como su antecedente, atribuyen a la Entidad la obligación de calcular el valor referencial incluyendo obligatoriamente todos los conceptos que inciden en el costo del bien, servicio u obra a adquirir o contratar.





� Según lo establecido en el artículo 2º del Decreto Supremo N.º 103-99-EF, Reglamento de las Disposiciones Tributarias contenidas en la Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía, “los beneficios tributarios del Impuesto a la Renta, Impuesto General a las Ventas, Impuesto Extraordinario a los Activos Netos e Impuesto Extraordinario de Solidaridad, señalados en los Artículos 12, 13, 15, en el primer párrafo de la Tercera Disposición Complementaria y en el inciso a) de la Quinta Disposición Complementaria de la ley N.º 27037, serán de aplicación únicamente a las empresas ubicadas en la Amazonía. Se entenderá que una empresa está ubicada en la Amazonía cuando cumple con los criterios establecidos para el Domicilio Fiscal, Inscripción en Registros Públicos, Activos Fijos y Producción establecidos en el citado artículo 2º.








